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EL ACUERDO ENTRE CODELCO Y SQM PARA LA EX-
PLOTACIÓN DEL LITIO EN EL SALAR DE ATACAMA HA
SIDO OBJETO DE CRÍTICAS DIVERSAS EN SEMANAS
RECIENTES. Primero fue la candidata presidencial de
Chile Vamos, que instó a los parlamentarios de su sector a
revisar la conveniencia de dicho pacto y evaluar detallada-
mente si hubiese sido mejor asignar el salar en una licita-
ción. Luego se le unió la candidata del Partido Comunista,
quien dijo no estar disponible para que el Estado de Chile
haga un acuerdo con SQM y abogó, en cambio, por crear
la Empresa Nacional del Litio. 

¿En qué consiste el acuerdo?
Se trata de una asociación público-privada para la pro-

ducción de litio en el Salar de Atacama entre 2025 y 2060.
Codelco tendrá el control de la sociedad con el 50% más
una acción, asumiendo la administración desde 2031,
cuando vence el contrato actualmente vigente con SQM.
En términos económicos, Morgan Stanley estima que el
Estado de Chile recibirá cerca del 70% del margen opera-
cional entre 2025 y 2030, y un 85% a partir de 2031. La
evidencia comparada indica que en otros países estos
porcentajes son mucho menores (en torno al 50%). 

El escenario que propone Jeannette Jara y otros actores
de la izquierda más dura carece de realismo político. Crear
una Empresa Nacional del Litio requiere la aprobación del
Congreso, con una mayoría opositora que quiere la menor
presencia posible del Estado en este sector. En la práctica,
su postura se traduce en esperar hasta 2031 para reempla-
zar a SQM por una empresa estatal, sin ninguna garantía
de que contará con la aprobación parlamentaria y, como se
describe abajo, con un alto costo asociado a la espera.

Algunos sectores de derecha, en cambio, proponen una
licitación internacional en lugar de la asociación Codelco-
SQM. ¿Cómo comparar estas dos opciones? El criterio más
razonable, me parece, es elegir aquella que maximiza los
ingresos (debidamente descontados y corrigiendo por
riesgo) del Estado de Chile.

Ese fue el criterio que orientó la renegociación entre
Corfo y SQM en 2017, liderada por Eduardo Bitrán y que
fue ampliamente criticada en su momento. Por algunos,

por exigir mayores rentas para el Estado; por otros, por
llegar a un acuerdo con SQM pese a su rol en los escánda-
los de financiamiento ilegal de la política. Sin embargo, ese
acuerdo permitió que, solo el año 2022, el Estado de Chile
recibiera ingresos por más de 5 mil millones de dólares,
derivados del auge en los precios del litio. Irónicamente,
muchos de quienes criticaron la negociación en 2017,
desde lugares muy distintos del espectro político, termina-
ron elogiando sus resultados cinco años después.

Si estuviéramos en los albores del boom del litio y no
existieran compromisos previos del Estado de Chile con
SQM, una licitación internacional, sin actores que corren
con ventaja, probablemente sería la mejor alternativa.

La realidad, sin embargo, es bien distinta. Dado que el

contrato de SQM con Corfo termina en 2030, la opción de
licitar lleva asociada un alto costo, por varios motivos.
Primero, la empresa que gane la licitación tendría que
iniciar los estudios técnicos e hidrológicos, entre otros, y
partir de cero obteniendo los permisos ambientales, cons-
truyendo la infraestructura y reclutando personal especia-
lizado. Segundo, para quien gane la licitación, sería com-
plejo realizar antes de 2031 los estudios piloto necesarios
para adoptar nuevas tecnologías que requieren mucho
menos agua, algo clave en la región desértica donde se
ubica el salar. Tercero, sin un acuerdo previo con SQM, el
nuevo operador no contaría con todos los activos críticos
necesarios, algunos que son propiedad exclusiva de SQM
y no están sujetos a opción de compra, lo que obliga a
negociar con SQM o construir nuevas instalaciones, con
los costos y tiempos asociados. 

Todo lo anterior habría generado en los próximos años
una baja considerable en la extracción y venta de litio,
reduciendo los ingresos del Estado de Chile de 11 mil mi-
llones de dólares. Esta pérdida no solo habría significado
una disminución de ingresos fiscales, sino también un
retroceso estratégico en un momento clave de la transición
energética global, retrasando la capacidad de Chile para
aprovechar su liderazgo en litio. 

Una licitación tampoco habría garantizado competencia
efectiva, ya que SQM seguiría teniendo una posición privi-
legiada como operador incumbente, con información estra-
tégica, activos irreemplazables y una red de comercializa-
ción instalada, lo que probablemente le habría otorgado
una ventaja desmedida frente a otros participantes. En
jerga económica, tendríamos un incumbente con una ven-
taja considerable, lo cual debilita los beneficios potenciales
de una licitación. 

Es obvio que SQM aceptaría el acuerdo solo si recibía
parte del valor creado. Como ya indicó, la fracción que
recibe es baja relativa a otros países. Aún más importante
es que el Estado de Chile, a través de Codelco, más regalías
e impuestos diversos, reciba un ingreso mayor que el que
habría recibido en caso de no llegar a un acuerdo con SQM
y convocar una licitación internacional el 2031. El cálculo
es complejo e, inevitablemente, requerirá hacer supuestos. 

Entonces, para quienes queremos abordar el tema de
manera no ideológica, maximizando los recursos para el
Estado de Chile, existen dos opciones. La primera es creer-
le a un estudio encargado por una parte interesada en que
fracase el acuerdo Codelco-SQM, de un consultor que no
revela que los financistas de su informe, el Grupo Errázu-
riz, tiene pertenencias en el salar y no quiere quedar fuera
del negocio. Un estudio con omisiones importantes, inclu-
yendo la infraestructura operativa que aporta SQM, y que
no corrige sus cifras a la baja para incorporar los riesgos
mayores asociados a una licitación. La otra opción es con-
fiar en la decisión que tomó un directorio independiente
de Codelco, con profesionales de reconocido prestigio, que
arriesgan su patrimonio al asumir su cargo y que han sido
nombrados por gobiernos de distintas tendencias. 

Acuerdo Codelco-SQM: 
Más ingresos, menos ideología

Dado que el contrato de SQM con Corfo termina
en 2030, la opción de licitar lleva asociada un
alto costo”.

ANÁLISIS
Eduardo Engel

EN LA CUENTA PÚBLICA QUE EL PRESIDENTE DE LA
REPÚBLICA DARÁ HOY, PROBABLEMENTE INTENTARÁ
INSTALAR LA IDEA DE QUE SU GOBIERNO HA SIDO
CAPAZ DE “NORMALIZAR” EL PAÍS. Según su relato, esta
administración habría asumido en medio de una triple
crisis —económica, de seguridad e institucional— y,
gracias a su gestión, Chile estaría saliendo del pozo. Es
una historia que suena bien, pero que dista mucho de la
realidad.

No se puede hablar de “normalización” cuando muchas
de las autoridades que hoy gobiernan fueron, en su mo-
mento, protagonistas de la gestación de esas mismas crisis.
En lo económico, durante los años previos, cuando eran
oposición, minimizaron la importancia del crecimiento y
en el camino a la presidencia no ofrecieron propuestas
para dinamizar la economía, no lo mencionaron. Además,
respaldaron una propuesta constitucional con una visión
abiertamente hostil al desarrollo productivo, que solo
contó con el apoyo de una mínima fracción de los exminis-
tros de Hacienda desde el retorno a la democracia. No es
coincidencia que hoy la proyección de crecimiento a me-
diano y largo plazo apenas supere el 2%.

En el ámbito fiscal, se ha presentado como logro propio
la reducción del gasto en el primer año de gobierno. Sin
embargo, esa disminución fue producto de una Ley de
Presupuestos aprobada por la administración anterior, la
cual puso fin a las medidas excepcionales implementadas
durante la pandemia. Más allá de esa coyuntura, la deuda
pública ha seguido aumentando y el gasto en intereses ha
subido de US$ 3.000 millones en 2022 a más de US$
4.000 millones. El país no está mejor preparado fiscalmen-
te; al contrario, la próxima administración heredará un
déficit que, de no mediarse un ajuste importante, pasará a

ser más bien estructural, lo que limitará severamente la
capacidad de acción del Estado.

Tampoco hay señales claras de recuperación en el mer-
cado laboral. Mientras la mayoría de los países de la OC-
DE han logrado superar sus niveles de empleo previos a la
pandemia, Chile se ha quedado atrás. Nuestra tasa de
empleo se ha mantenido estancada. Como consecuencia, la
brecha respecto al promedio OCDE se ha ampliado: de 4,7
puntos porcentuales en 2019 a 6,1 puntos en la actualidad.
Según cifras del INE, para alcanzar los niveles prepande-
mia de ocupación, se necesitarían al menos 250.000 em-

pleos adicionales, lo que equivale a la mitad de los puestos
creados en los últimos tres años. No hay aquí indicios de
normalización, sino de estancamiento.

En materia de seguridad, el panorama también es preo-
cupante. Si bien algunos delitos menos violentos han
disminuido levemente, los más graves —homicidios,
violaciones y robos con violencia— han aumentado de
forma sostenida. El año pasado se alcanzó el nivel más alto

en una década, con más de 196.000 casos. La percepción
de inseguridad no puede ser entendida como una de nor-
malidad. A esto se suma la dificultad de poder frenar el
ingreso de migrantes ilegales: en los últimos tres años,
127.000 personas ingresaron ilegalmente al país, una cifra
muy superior a las 88.000 registradas en los cuatro años
anteriores. Las capacidades del Estado para enfrentar esta
realidad siguen siendo insuficientes.

Finalmente, en lo institucional tampoco hay avances
dignos de celebrarse. El cierre del proceso constitucional
no fue fruto de la convicción del oficialismo de que no se
necesita una nueva Carta Fundamental, sino del rechazo
ciudadano expresado en dos plebiscitos consecutivos. A
esto se suman los diversos casos de corrupción que han
afectado a distintas reparticiones públicas, debilitando aún
más la confianza en las instituciones. Resulta difícil consi-
derar esto como una señal de normalización democrática.

Al actual gobierno le quedan menos de diez meses. En
este escenario, evitar que se instale una narrativa de lo-
gros ficticios no responde al afán de deslegitimar lo reali-
zado. Es, más bien, un intento por advertir sobre la verda-
dera magnitud de los desafíos que enfrentará la próxima
administración. El deterioro en múltiples dimensiones es
evidente. Si nos dejamos convencer de que el país ya se
ha normalizado, seguiremos postergando las reformas
estructurales que se necesitan. Lo que está en juego no es
solo la evaluación de una administración, sino el rumbo
futuro del país.

Acostumbrarnos a esta nueva mediocridad, disfrazada
de normalidad, es el riesgo más grande que enfrentamos. Y
lo que es peor: si ese relato triunfa, debilitaremos aún más
las bases sobre las cuales construimos, en el pasado, nues-
tro progreso económico y social.

Una falsa normalidad

Si nos dejamos convencer de que el país ya se ha
normalizado, seguiremos postergando las
reformas estructurales que se necesitan. Lo que
está en juego no es solo la evaluación de una
administración, sino el rumbo futuro del país”.

ANÁLISIS
Bettina Horst
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